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PROMUEVE ACCIÓN DE AMPARO- SOLICITA MEDIDA CAUTELAR. 

 

 

 

SEÑOR JUEZ FEDERAL:  

   

SEBASTIÁN EDUARDO PUIG, DNI: 17.049.306, en 

mi carácter de Decano de la Facultad Regional Santa Cruz de la 

Universidad Tecnológica Nacional (FRSC-UTN), con domicilio real en Av. 

Los Inmigrantes 555 de Río Gallegos, con el patrocinio letrado del Dr. 

Matías E. Solano, abogado inscripto al Tomo 507 Folio 429 (Matr. 

Federal - CSJN), constituyendo domicilio procesal en Av. Los 

Inmigrantes 555 de esta ciudad capital, y electrónico en el usuario 

20316471405, a V.S. respetuosamente nos presentamos y decimos: 

    

 

I.- OBJETO:  

En el carácter invocado, y en representación de la 

comunidad educativa de la FRSC-UTN en los términos del Art. 43 de la  

Constitución Nacional y Ley Nacional 16.986 vengo a INTERPONER 

FORMAL ACCIÓN DE AMPARO contra el PODER EJECUTIVO NACIONAL 

(MINISTERIO DE ECONOMÍA- SECRETARIA DE ENERGIA), con domicilio 

en Hipólito Yrigoyen N° 250 de la Ciudad Autónoma de Buenos Aires de  

CABA, quien con arbitrariedad e ilegalidad manifiesta dictó la Resolución 

41/2024, y contra el Ente Nacional de Regulación del Gas (ENARGAS), 

que en forma ilegítima emitió la Resolución Nº 122/2024, a los fines de 

requerir:  
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a- Se suspendan los efectos y se declare la nulidad y, 

en su caso, la invalidez constitucional de la Resolución N° 41/2024 del 

Ministerio de Economía– Secretaría de Energía (SE) que dispuso un 

aumento desmedido, arbitrario e ilegal de las tarifas de gas; así como la 

Resolución N° 122/24 del Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS) 

que aprueba los cuadros tarifarios dictados como consecuencia de la 

resolución 41/24 de la SE. 

b- Se rodene a las demandadas a abstenerse de 

requerir o perseguir el cobro de las tarifas que en razón de los 

instrumentos atacados se aplican en las facturas de gas, haciendo saber 

tal decisión a CAMUZZI GAS DEL SUR S.A., quien distribuye y factura el 

servicio en nuestro caso. 

Ello, en tanto la Resolución atacada vulnera los arts. 

16, 17, 28 y 42 de la Constitución Nacional, arts. 4, 8 bis, 25 y 65 de la Ley 

de defensa del Consumidor, y no cumplen con la Ley Nacional N° 24.076, 

Art. 52 inc. i) y ccts., como asimismo el art. 45 de la Constitución 

Provincial, y Ley Provincial N° 2744 y su modif. 2465, y artículos 1092, 

1098 s.s y c.c del Código Civil y Comercial de la Nación.  

  Asimismo, en la inteligencia de que la controversia 

resulta ser común con la empresa distribuidora de gas bajo jurisdicción 

del Ente Nacional Regulador del Gas (ENARGAS), como así también que 

el resultado de la presente litis puede afectarla del mismo modo que a los 

litigantes principales, solicitamos que se cite como tercero obligado en 

los términos del articulo 94 del CPCCN  a la prestataria del servicio 

público en el ámbito territorial de la localidad de Rio Gallegos, CAMUZZI 

GAS DEL SUR., con domicilio en la calle Av. Alicia Moreau de Justo 240, 

Piso 3, Ciudad Autónoma de Buenos Aires.  

El resultado de las tarifas pone en riesgo la 

continuidad de la educación pública universitaria, así como de quienes 

concurren a nuestras instalaciones por otros motivos: funciona allí la 

Escuela Industrial de Procesos Energéticos, se desarrollan clases de coro, 

entre otras. 

 En tal sentido, solicito que V.S. en ejercicio del 

control jurisdiccional de la legalidad, razonabilidad y proporcionalidad 
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de las tarifas, suspenda los efectos y declare la nulidad e invalidez 

constitucional de la Resolución N° 122/2024 de ENARGAS. 

 

II.- LEGITIMACIÓN ACTIVA 

Conforme surge de la Resolución 385/21 del 

Consejo Directivo de la FRSC-UTN, y del Acta de Asamblea que le precede, 

resulto ser Decano de dicha entidad con mandato vigente. 

Por imperio del art 29 inc. c) de la ley 24521 de 

Educación Superior, quienes suscribe tiene la potestad de administrar 

los bienes y recursos de la Facultad, así como de velar por el 

cumplimiento del Estatuto de nuestra Universidad y demás preceptos 

que regulan la educación pública universitaria nacional. 

Del art. 59 de la misma ley 24.521 surge que como 

institución universitaria autárquica la FRSC-UTN tiene la potestad de 

administrar su patrimonio y de velar por sus intereses. En relación a la 

vinculación administrativa con el Estado Nacional, aquí demandado, 

debe ponderarse que amén de que los fondos de los cuales se nutre 

nuestra institución están reglados desde la autonomía y autarquía 

financiera, y es el mismo Estado Nacional el que está, por un lado 

realizando el aumento desmedido de las tarifas y por otro el 

desfinanciamiento doloso de la universidad, obligándonos a entablar la 

presente, en resguardo de los derechos que como Universidad Pública se 

nos reconoce. 

Asimismo la legitimación viene dada por el interés 

legítimo de quienes integran nuestra Alta Casa de Estudios, tanto 

estudiantes, como personal no docente, docentes, investigadores y 

demás personas que integran la amplia comunidad educativa de nuestra 

Facultad. 

Es dable referir, en este sentido, que en nuestro 

edificio funciona la Escuela Industrial de Procesos Energéticos, 

perteneciente a la órbita del Consejo Provincial de Educación, al que 

asisten cientos de estudiantes con el respectivo personal docente y 

auxiliar. 

El artículo 43 de la Constitución Nacional reza, en su 

parte pertinente, que “Toda persona puede interponer acción expedita y 



5 
 

rápida de amparo, siempre que no exista otro medio judicial más idóneo, 

contra todo acto u omisión de autoridades públicas o de particulares, que 

en forma actual o inminente lesione, restrinja, altere o amenace, con 

arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, derechos y garantías reconocidos 

por esta Constitución, un tratado o una ley”.  

  Podrán interponer esta acción contra cualquier 

forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al 

ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los 

derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el defensor del 

pueblo y las acciones que propendan a esos fines, registradas conforme 

a la ley, la que determina los requisitos y formas de su organización. 

 Por su parte, el articulo 42 de nuestra Carta Magna 

establece que “Los Consumidores y usuarios de bienes y servicios tienen 

derecho, en la relación de consumo, a la protección de su salud, seguridad 

e intereses económicos; a una información adecuada y veraz; a la libertad 

de elección, y a condiciones de trato equitativo y digno”.  

   Las autoridades proveerán a la protección de esos 

derechos, a la educación para el consumo, a la defensa de la competencia 

contra toda forma de distorsión de los mercados, al control de los 

monopolios naturales y legales, al de la calidad y eficiencia de los 

servicios y eficiencia de los servicios públicos, y a la constitución de 

asociaciones de consumidores y de usuarios.  

   La legislación establecerá procedimientos eficaces 

para la prevención y solución de conflictos, y los marcos regulatorios de 

los servicios públicos de competencia nacional, previendo la necesaria 

participación de las asociaciones de consumidores y usuarios y de las 

provincias interesadas, en los organismos de control. 

  Asimismo, la Ley 24.240 en su artículo 1º dispone 

que “Se considera consumidor a la persona física o jurídica que adquiere 

o utiliza, en forma gratuita u onerosa, bienes o servicios como 

destinatario final, en beneficio propio o de su grupo familiar o social”.  

  Sin perjuicio de los dispuesto en esta ley, el 

consumidor y usuario podrán iniciar acciones judiciales cuando sus 

intereses resulten afectadas o amenazados.  
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 Por su parte, el Código Civil y Comercial de la 

Nación, ha incorporado en su articulado a las relaciones de consumo, a 

las prácticas abusivas, al trato equitativo y no discriminatorio, y a la 

información y publicidad como ejes de las relaciones de consumo en la 

prestación de servicios públicos.   

Las resoluciones cuestionadas alteran todo el 

sistema de tarifas, afectando gravemente los derechos de la totalidad de 

los usuarios del servicio en virtud de dicha normativa inconstitucional, 

tanto a usuarios residenciales, como comerciales y entidades de bien 

público, amenazando la seguridad jurídica y violando principios 

constitucionales básicos. 

Hay precedentes judiciales respecto de la 

legitimación activa de las Facultades, incluso contra las Universidades a 

las que pertenecen, así tenemos: 

* Facultad de Ciencias Médicas (UNLP) c/ 

Universidad Nacional de la Plata s/ nulidad de actos administrativos 

(art.  32 de la ley 24.521), fue dictado el día 21 de octubre de 2008, por 

nuestro Máximo Tribunal, el cual se remitió a los fundamentos 

examinados por la Procuración General de la Nación (14 de noviembre 

de 2007), y en consecuencia confirmó la sentencia de la Sala II de la 

Cámara Federal de Apelaciones de la Plata, del día 28 de marzo de 2006. 

En este fallo La Corte Suprema manifestó que la Ley 

de Educación Superior le asignó competencias propias a las Facultades y 

que, como consecuencia de ello, gozan de cierta autonomía de actuación 

dentro del marco de las relaciones interorgánicas. En este orden de ideas, 

se le reconoció legitimación activa a la Facultad de Ciencias Médicas para 

litigar contra la Universidad a la cual pertenece. Es decir que, el 

mencionado artículo 50 de la Ley Nº 24.521, resulta ser el punto de 

partida de ese reconocimiento. 

 

* Otro precedente fue el de autos caratulados 

“Facultad de Ciencias Médicas de la UNLP c/ UNLP s/ recurso 

administrativo directo”, en el que se cuestionó nuevamente la 

legitimación de la citada Unidad Académica, pero a diferencia del 

homónimo sobre nulidad de actos administrativos, aquí se discutió 
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respecto a un conflicto en el que, en principio, no correspondería 

ubicarlo dentro del mencionado artículo 50 de la Ley 24.521. 

 

Estos precedentes, amén de la cuestión de fondo, 

nos sirven para analizar al legitimación activa de la Facultad que vengo a 

representar para accionar contra el Estado Nacional, en razón de las 

facultades y atribuciones de administración que la autonomía 

universitaria otorga para defender los derechos de nuestra Casa de 

Estudios. 

Luego del desarrollo realizado no quedan dudas de 

que esta Facultad a través de su máxima autoridad puede entablar la 

presente, a fines de preservar su subsistencia. 

 

   III.- PROCEDENCIA DE LA 

ACCION CONSTITUCIONAL DE AMPARO.-  

El art. 43 de la CN prescribe que: "Toda persona 

puede interponer acción expedita y rápida de amparo, siempre que no 

exista otro medio judicial más idóneo, contra todo acto u omisión de 

autoridades públicas o de particulares, que en forma actual o inminente 

lesione, restrinja, altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta, derechos y garantías reconocidos por esta Constitución, un 

tratado o una ley. En el caso, el juez podrá declarar la 

inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u omisión lesiva. 

Podrán interponer esta acción contra cualquier 

forma de discriminación y en lo relativo a los derechos que protegen al 

ambiente, a la competencia, al usuario y al consumidor, así como a los 

derechos de incidencia colectiva en general, el afectado, el Defensor del 

Pueblo y las asociaciones que propendan a esos fines, registradas 

conforme a la ley, la que determinará los requisitos y formas de su 

organización…” 

En tal sentido se ha dicho: “El amparo es el 

mecanismo garantista que confiere fuerza obligatoria a los derechos que 

integran el bloque constitucional argentino.” Dijo la Corte en “Siri” 

(Fallos, 239:459): No son, como puede creerse, las “declaraciones, 

derechos y garantías, simples fórmulas teóricas; cada uno de los artículos 
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y cláusulas que las contienen poseen fuerza obligatoria para los 

individuos, para las autoridades y para todas la Nación...”(Patricio 

Sammartino, Principios Constitucionales del Amparo Constitucional 

p.117). 

Como hemos dejado claro desde el inicio de la 

presente acción, la misma resulta procedente en virtud de la entrada en 

vigencia de las Resoluciones 41/2024 de la Secretaría de Energía y la 

122/24 del ENARGAS, en tanto violan manifiestamente derechos 

consagrados en nuestra Carta Magna, cumplimentándose de esta 

manera, los presupuestos previstos en el artículo 43 para la procedencia 

del amparo.  

En efecto, se verifica la existencia de un acto u 

omisión ilegal y manifiesta, que se materializa en las resoluciones 

referidas. 

Las citadas Resoluciones constituyen un acto 

concreto de la administración nacional, que vulnera en forma manifiesta 

derechos fundamentales el artículo 42 de la Constitución Nacional, no 

existiendo en el caso otro remedio judicial más idóneo que permita 

restablecer la legalidad sin causar irremediables perjuicios a los 

afectados. 

La urgencia del caso presentado es evidente, dado 

que la resolución ha entrado en vigencia sin respetar la normativa 

constitucional y legal vigente. Es por ello que esta parte considera que no 

existe una vía judicial más idónea para resolver la cuestión aquí 

planteada. 

En base a lo expuesto y teniendo en consideración 

que la naturaleza de los derechos en pugna es de raigambre 

constitucional, el suscripto entiende que la acción de amparo constituye 

la vía judicial más idónea para la protección del derecho de incidencia 

colectiva en pugna. 

 

                          1) La Resolución 41/24 y la 122/2024 lesionan, 

restringen, alteran y amenazan con arbitrariedad o ilegalidad 

manifiesta los derechos de este usuario. 
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                          El Estado Nacional (PEN) a través de su Secretaría de 

Energía y con la confirmación por parte del Ente Nacional regulador del 

Gas, con el dictado de la Resolución Nº 122/2024 aquí cuestionada crea, 

con una ilegalidad y arbitrariedad manifiesta, una amenaza cierta, actual 

e inminente a los derechos y garantías de los usuarios-consumidores del 

servicio de gas natural, y cuya tutela constitucional ha sido consagrada 

expresamente tras la reforma de 1994 en los artículos 42º y 43º de la Ley 

Fundamental.  

                          Por demás, y en los términos expuestos, la violación se 

relaciona con la protección y defensa de los usuarios-consumidores del 

servicio de gas natural por redes, cuya tutela por vía del amparo se 

encuentra expresamente reconocida por la Ley Fundamental.-  

                          El ENARGAS, en función de las facultades que le fueron 

delegadas por las peyes 24.076 y 25.561, dicta el dispositivo legal que se 

tacha de inconstitucional en forma arbitraria y abusiva según criterio, 

conveniencias y oportunidades públicas que, como en reiterada forma la 

CSJN, dijo no corresponder su valoración, pero que afectan en forma 

grave e inminente el derecho de propiedad, igualdad y legalidad de los 

usuarios desde que la tarifa que venían abonando se eleva en forma 

desproporcionada y sin contemplar las circunstancias especiales que la 

propia ley 24.976 señala (ubicación geográfica y distancia a los 

yacimientos).-  

                          La CSJN ha dicho que “… el gobierno está facultado para 

sancionar las leyes que considere convenientes, a fin de proteger el 

interés público en presencia de desastres o graves perturbaciones 

de carácter físico, económico o de otra índole, siempre que sean 

razonables y no desconozcan las garantías o las restricciones que 

impone la constitución (Fallos 323:1566)”, pues no debe darse las 

limitaciones constitucionales una extensión que trabe el ejercicio eficaz 

de los poderes del Estado (Fallo 171:79), toda vez que acontecimientos 

extraordinarios justifican remedios extraordinarios (fallo 238:76).-  

                          Con referencia al derecho de propiedad, se ha señalado que 

no hay violación del art. 17º de la Constitución Nacional cuando por 
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razones de necesidad se sanciona una norma que no priva a los 

particulares de los beneficios patrimoniales legítimamente reconocidos 

ni les niega su propiedad y solo limita temporalmente la percepción de 

tales beneficios o restringe el uso que pueda hacerse de esa propiedad. 

Es que hay limitaciones impuestas por la necesidad de atenuar o superar 

una situación de crisis que, paradójicamente, también están destinadas a 

proteger los derechos presuntamente afectados, pues existe el riesgo de 

que se conviertan en ilusión ante procesos de desarticulación del sistema 

económico y financiero (Fallo 313:1513, considerando 56, p. 1554). 

                           La restricción que en tales casos el estado impone al 

ejercicio normal de los derechos patrimoniales debe ser razonable, 

limitada en el tiempo, un remedio y no una mutación en la sustancia o 

esencia del derecho adquirido por sentencia o contrato. También, que 

esta sometida al control de constitucionalidad, toda vez que, a diferencia 

del estado de sitio, la emergencia no suspende las garantías 

constitucionales (conf. Fallos 243:467, voto de los jueces Aristobulo D. 

araoz de Lamadrid y Julio Oyhanarte; 315:2300 y 2328). “ (P-122-XXXIX 

– Persico, Luigi c/ maffulli, Cirio y otro S/ Ejecución Hipotecaria, B-139-

XXXIX – “Bustos, Alberto Roque y Otros  c/ Estado Nacional S/ amparo”, 

entre otros). 

                            En resumen, el Alto tribunal de la Nación establece como 

necesario para la norma resista el control de constitucionalidad: 1) que 

exista una situación de emergencia que imponga al estado el deber de 

amparar los intereses vitales de la comunidad; 2) que la ley tenga como 

finalidad legitima, la de proteger los intereses generales de la sociedad y 

no a determinados individuos; 3) que la norma sea razonable, acordando 

un alivio justificado por las circunstancias; 4) que su duración sea 

temporal y limitada al plazo indispensable para que desaparezcan las 

causas que hicieron necesaria el dictado de la norma.  

                             Prima facie se advierte que las resoluciones atacadas no 

cumplen con los requisitos de razonabilidad y temporalidad para quedar 

a resguardo de la tacha de inconstitucionalidad. - 
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                            Agustín gordillo, en su Tratado de Derecho Administrativo 

– Capitulo IV – Suspensión de Derechos y Garantías en Situaciones de 

Emergencia, expresa: “La proporcionalidad de la norma, importa un 

criterio de razonabilidad entre los medios empleados y los fines 

perseguidos. Por ello, tanto el Pacto de derechos Civiles y Políticos 

como la Convención americana autorizan a los Estados Partes a 

adoptar disposiciones que suspendan las obligaciones contraídas 

en virtud de esos pactos, pero solo en la medida estrictamente 

limitada a las exigencias de la situación. -”  

                            No se puede entender la legalidad de la norma que se 

dicta, si no encuentra razonabilidad en la medida que dispone, toda vez 

que como hemos dicho, los incrementos en las facturaciones, por su 

magnitud desproporcionada, no superan un análisis elemental que se 

realice a la luz del sentido común, ni el principio de razonabilidad que 

debe presidir los actos de la administración. -  

                           El gas en este caso es esencial para el desarrollo de todas 

las actividades, no sólo por la calefacción, sin la cual es imposible asistir 

al edificio, sino por los hornos y demás elementos de uso 

académico/científico. 

                           En consecuencia poco puede reducirse su consumo, ya que 

es debido que por las características socio económicas de nuestra 

provincia, que se encuentra en una zona geográfica fría, la forma de 

calefaccionar grandes superficies es con gas natural. 

                            No solo son irrazonables las nuevas tarifas a implementar, 

sino que también lesionan la garantía de legalidad prevista en el art. 28 

de la Constitución de la Nación, toda vez que el aumento se fija para 

“mantener, en términos reales, los niveles de ingresos de las prestadoras, 

de manera que permitan cubrir las necesidades de inversión con los 

estándares de calidad requeridos, garantizando las sostenibilidad del 

servicio público hasta el momento de entrada en vigencia de los cuadros 

tarifarios resultantes del proceso de revisión tarifaria referido en el 

artículo 3| del DNU N| 55/23” sin considerar los serios perjuicios que la 

irrazonable medida hoy provoca.-  
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                             En el mismo sentido, ha afirmado reiteradamente que 

ninguna carga tributaria puede ser exigible sin la preexistencia de una 

disposición legal encuadrada dentro de los preceptos y recaudos 

constitucionales, esto es válidamente creada por el único poder del 

estado investido de tales atribuciones (Fallo 316:2329 consid. 10).  

                             Asimismo, por la magnitud de los incrementos en las 

facturaciones, se vulneran los derechos establecidos en el Art. 42° de 

nuestra Constitución que establece que “los consumidores y usuarios 

tiene derecho en la relación de consumo a la protección…; y a 

condiciones de trato equitativo y digno… Las autoridades 

proveerán a la protección de esos derechos”.  

                             Es así que se ha incumplido lo reglado por el Art. 4° de la 

ley 24.240, que establece la obligación a los proveedores de servicios, de 

informar adecuadamente a los usuarios “en forma cierta, clara y 

detallada todo lo relacionado con las características esenciales de los 

bienes y servicios que provee, y las condiciones de su comercialización”. 

Es obvio, que se ampara el derecho del usuario de ser informado respecto 

del precio que deberá pagar por el servicio. -  

                             El derecho a la información, que, y como se informa, es 

esencial en la prestación de un servicio público como lo es el de la 

distribución de gas. El objetivo de este derecho es el adecuado 

conocimiento por parte de los usuarios de las características y costos del 

servicio, información que además debe ser oportuna a los efectos de que 

el mismo pueda ejercer los mecanismos de defensa que se encuentran a 

su disposición como así también tomar las medidas y diligencias que crea 

conveniente. 

                             Es deber y función del estado, en su carácter de poder 

concedente de este servicio público, y de los Entes de control brindar una 

adecuada información a los usuarios, como así también verificar que las 

concesionarias informen sobre las condiciones de servicio. El derecho a 

la información revista el carácter de principio general del derecho del 

consumidor y usuario como lo consagra el art. 42 de la Constitución 

Nacional, es decir reviste el rango de derecho constitucional, con lo cual 
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se descarta la posibilidad de discusión e incide en la interpretación de 

normas legales y permite cuestionar por inconstitucionalidad las normas 

(como la que aquí se impugnan) que afecten ese derecho.      

                                  En este caso particular, al establecer 

directamente un mecanismo de actualización mensual sujeto a variables 

externas a la relación de consumo e imprevisible, que podrán tener una 

incidencia imposible de calcular certeramente al momento de comenzar 

la implementación del Cuadro Tarifario aprobado por la Resolución en 

crisis, resulta imposible que los consumidores y usuarios hayan podido 

realizar una adecuada defensa de sus intereses en el marco de la 

Audiencia Pública oportunamente convocada, vulnerándose así el 

debido proceso adjetivo. Es decir: Se autorizó un aumento indexado del 

Gas Natural en base a distintas variables que serán oportunamente 

mencionadas en las presentes, por lo cual-más allá de la formalidad - 

jamás podrá considerarse que los consumidores pudieran realizad una 

adecuada defensa de sus intereses, o incluso poder opinaren base a la 

incidencia que estas tarifas inciertas tendrán en sus ingresos en el futuro 

cercano. 

 

  2) La lesión es actual. 

Nuestra institución ya ha recibido la primera facturación con 

la aplicación de los incrementos autorizados por las resoluciones 

atacadas, tal como se acredita con la documental que se adjunta a la 

presente. 

Puede advertirse allí el salto en los diversos ítems que 

componen la factura de un mes a otro, e incluso se acompañan facturas 

anteriores a fines de que quede claro que no se trata de mayor consumo. 

En caso de no revertirse esta situación peligra la continuidad 

de las actividades que se desarrollan en nuestros edificios. 

La promoción de la pretensión de amparo es admisible dado 

que no existe otro medio judicial más idóneo contra los actos y omisiones 

de la demandada, que lesionan y amenazan los derechos y garantías cuya 
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tutela como Institución de Garantías Constitucionales promuevo. Tales 

actos y omisiones son de manifiesta arbitrariedad e ilegalidad, por lo que 

la urgencia y gravedad de la situación planteada hace procedente la 

presente acción expedita y rápida de amparo.- 

 En el sentido indicado se ha dicho con razón que “De acuerdo con 

su naturaleza, el amparo tiende no sólo a remediar mediante una total 

reparación el agravio sufrido, sino también a prevenir la lesión cuanto 

ella resulta de indudable cometido. Por ello podemos hablar, con Bidart 

Campos, de 'futuridad inminente' para designar que la comisión del acto 

lesivo va a concurrir de un momento a otro... En estas circunstancias, no 

obstante tratarse de una lesión no cometida realmente, el amparo es 

procedente. La amenaza en estas condiciones es tanto como ejecución 

del acto lesivo...El temor, la duda, In zozobra que produce el saber 

que hoy, mañana o en forma inmediata se va a ejecutar el acto 

lesivo, tienen el efecto de su cumplimiento y producen la lesión que 

el amparo debe reparar, y por consiguiente, evitar cuando sea 

indudable su cometido" (Lazzarini, José Luis, 'El Juicio de Amparo', pág. 

205). 

 También nuestra Corte Suprema de Justicia de la 

Nación ha admitido el remedio del amparo aun cuando la lesión no haya 

llegado a materializarse cuando los actos producidos "...constituyen una 

amenaza de lesión, cierta, actual e inminente, cuya entidad justifica el 

reclamo de tutela judicial promovido" (Fallos 245:86). 

El mismo principio rige por cierto en materia de 

consumo. En efecto, sobre este aspecto de la tutela amparista en el marco 

de la relación de consumo se ha dicho que "...Actualmente, mediante el 

juego armónico del art.43 de la Constitución Nacional y los arts. 52 y 55 de 

la ley 24.240, es posible accionar de manera rápida y expeditiva t.o sólo 

frente a un daño ya sufrido, sino también frente a una amenaza de un daño. 

La norma constitucional habla de lesión actual o 'amenaza de lesión y la 

ley se refiere a los intereses afectados o 'amenazados ‘del consumidor" 

(Nicolau, Noemi, Lidia, 'Posibilidades que ofrece la acción de amparo 

para la protección y defensa del consumidor', en Bidart Campos, Germán, 

Sagües, Néstor y otros, "El Amparo Constitucional, Perspectivas y 

Modalidades",pag.106).- 

Entonces, si la sola amenaza concreta habilita la 

presente vía, mucho más admisible será cuando las arbitrariedades 

denunciadas ya se están ejecutando. 
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IV.- COMPETENCIA: 

La determinación de la competencia encuentra 

adecuada respuesta en la sentencia publicada en Fallos: 329:2790 (causa 

"Baratelli"), de la cual se desprende que corresponde intervenir a la 

justicia federal cuando, producto de la interpretación y tal como sucede 

en el caso de autos, la norma que se pretende suspender es de naturaleza 

federal. 

Por su parte, la Excma.  Cámara  de  Apelaciones  en  

lo  Civil,  Comercial  y  Contencioso Administrativo-Sala III-, sostuvo: 

“...cabe agregar que tratándose de una acción de amparo adquiere 

operatividad la regla establecida en el artículo 4°de la ley 16.986 que 

dispone que es juez competente el del lugar en que el acto se exteriorice 

o tuviere o pudiere tener efecto…” 

Conforme lo expresado, teniendo en cuenta que las 

resoluciones impugnadas poseen naturaleza federal y  producen sus 

efectos sobre la Institución que represento, con sede en Río Gallegos, S.S. 

es competente para entender en autos.-  

 

V.- BENEFICIO DE JUSTICIA GRATUITA:  

La Ley Nacional 24.240 expresamente reconoce a 

consumidores y usuarios el beneficio de “justicia gratuita”, al disponer en 

su artículo 53, último párrafo, que “(l)as actuaciones judiciales que se 

inicien de conformidad con la presente ley en razón de un derecho o 

interés individual gozarán del beneficio de justicia gratuita.” 

Es así que esta acción se encuentra exenta del pago 

de la tasa de justicia, así como de todo costo derivado de la presente. 

Como acertadamente se ha juzgado, el fin de este fundamental beneficio 

es “(...) no trabar por razones patrimoniales el acceso pleno a la 

jurisdicción e implica —desde una perspectiva protectoria— la 

imposibilidad de gravar el ejercicio de las acciones judiciales o de las 

peticiones administrativas (...)” (Cám. Nac. Com., sala B, 22/04/09). 
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En virtud de lo anterior se deja pedido a V.S. que 

tenga presente el beneficio de gratuidad concedido en favor de esta parte 

actora y que así lo declare expresamente. 

 

3) Temporaneidad de la acción 

Sin embargo, esta norma infra constitucional, 

contiene limitaciones a la procedencia de la acción, contempladas en su 

art. 2°:"La acción de amparo no será admisible cuando: a) Existan 

recursos o remedios judiciales o administrativos que permitan obtener 

la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate; b) ..c) 

La intervención judicial comprometiera directa o indirectamente la 

regularidad, continuidad y eficacia de la prestación de un servicio 

público, o el desenvolvimiento de actividades esenciales del Estado; d)La 

determinación de la eventual invalidez del acto requiriese una mayor 

amplitud de debate o de prueba o la declaración de inconstitucionalidad 

de leyes, decretos u ordenanzas; e) La demanda no hubiese sido 

presentada dentro de los quince días hábiles a partir de la fecha en que 

el acto fue ejecutado o debió producirse.", que restringen la letra y el 

espíritu amplio-más allá del limitado marco cognoscitivo del amparo y su 

excepcionalidad-que emerge del referido art. 43 de la Carta Magna 

Nacional que, como se ha dicho, fue modificada con mucha posterioridad 

a la sanción de la ley 16.986, por lo que no deben ser consideradas 

vigentes; baste a título de ejemplo, lo que dispone la citada norma 

constitucional, en su párrafo inicial “in fine": "En el caso, el juez podrá 

declarar la inconstitucionalidad de la norma en que se funde el acto u 

omisión lesiva ". Coro se ve, el inc. d) de la ley 16.986 es exactamente 

opuesto al art. 43, primer párrafo in fine de la Const. Nacional. 

Tampoco la Ley Fundamental habilita un término de 

caducidad para deducir el amparo, como si lo fijaba el inc. e), lo cual es 

una restricción al ejercicio de la acción, que no aparece como compatible 

con la manda constitucional; también el art. 43°Const. Nacional, restringe 

la acción de amparo“...siempre que no exista otro medio judicial más 

idóneo..." (el subrayado no es del original); siendo que la ley 

16.986,también desestimaba la procedencia del amparo cuando 
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existieran remedios judiciales “o administrativos" que permitan obtener 

la protección del derecho o garantía constitucional de que se trate; a 

partir de 1994 entonces, el Juez sólo puede rechazar la vía del amparo si 

encuentra remedios judiciales más idóneos que éste, aún cuando 

pudieran existir recursos administrativos protectorios del derecho o 

garantía en juego.- 

En consecuencia, lo esencial, el núcleo del instituto 

procesal, acogido como herramienta de la Norma Fundamental para 

defender la vigencia de las garantías y derechos constitucionalmente 

amparados, es la existencia, en el caso, de "todo acto u omisión de 

autoridad pública que, en forma actual o inminente, lesione, restrinja, 

altere o amenace, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, los derechos 

o garantías explicita o implícitamente reconocidas por la Constitución 

Nacional, con excepción de la libertad individual tutelada por el habeas 

corpus" 

 

VI.- ANTECEDENTES: 

 

Por medio de las resoluciones N° 41/24 de la S.E. 

publicada el 27 de marzo de 2024 y la Res. N° 122/24 del ENARGAS 

publicada el 03 de abril, con vigencia del 1° de Mayo de 2.024, se resuelve 

la aplicación del nuevo cuadro tarifario de transición y de Tasas y Cargos 

para los servicios de Gas Natural en las localidades abarcadas por 

CAMUZZI GAS DEL.SUR S.A. 

Específicamente en la localidad de Río Gallegos -que se 

encuentra dentro del segmento definido como "Santa Cruz Sur"-, el valor 

del metro cúbico de gas asciende a un costo uniforme de $98,63 (Nivel 1 

del Decreto N°332/2,022); $33;72 (Nivel.2 - Ingresos bajos - del Decreto 

precitado) y $45,38(Nivel 3 - Ingresos medios). A comparación con 

respecto a la Resolución preexistente a la citada - esto es, la Resolución 

ENARGAS N° 194/2.023,el valor del metro cúbico determinaba un costo 

de entre $19,03 y $21,93 (Nivel 1), de entre $7,30 y $9,41 (Nivel 2) y de 

entre $8,73 y $11,04 en el bloque subsidiado de los usuarios Nivel 3.- 

Es decir que; el aumento en el valor del metro cúbico de 

gas consumido impone una suba de ente el TRESCIENTOS CUARENTA Y 

NUEVE CON SETENTA Y CUATRO (349,74%) y el CUATROCIENTOS 
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DIECIOCHO CON VÉINTIOCHO (428,28%) para los usuarios de Nivel 1; 

de entre el DOSCIENTOS CINCUENTA Y OCHO CON TREINTA Y CUATRO 

(258,34%)y el TRESCIENTOS SESENTA Y UNO CON NOVENTA Y UNO 

POR CIENTO (361,91%) para los usuarios de Nivel 2 (esto es, ingresos 

bajos) y de entre el DOSCIENTOS NOVENTA Y OCHO CON CERO CIETE 

POR CIENTO (298,07%)y el CUATROCIENTOS DIECINUEVE CON 

OCHENTA Y UNO POR CIENTO (419,81%) para los usuarios de Nivel 3 en 

el bloque subsidiado.- 

Pero además del valor del Metro Cúbico, la Resolución 

N°122/2.024 establece un aumento desmedido y arbitrario del 

componente llamado Cargo·Fijo. Este componente (que no varía sobre el 

consumo sino que consiste en una suma fija que mensualmente percibe 

la Distribuidora conforme lo aprobado por el ENARGAS) ha sufrido una 

variación aún más arbitraria y desproporcionada por los siguientes 

motivos: 

A) Durante la vigéncia de la Resolución N° 194/2.023, 

el Cargo Fijo se devengaba bimestralmente, conforme lo estipulado en el 

artículo 14(i.1)"in fine" del Reglamento del Servicio aprobado por 

Resolución ENARGAS N I-4313/17, facturándose el 50% de dicho valor 

en cada factura mensual; 

                            B) El Artículo 6° de la Resolución N° 41/2.024 de la 

Secretaría de Energía de la Nación instruyó al ENARGAS a "emitir cuadros 

tarifarios que reflejen en forma mensual la variación del tipo de cambio de 

los precios a ser trasladados a tarifa, conforme con los lineamientos 

establecidos en los Artículos precedentes"; 

C) En virtud de ello, es que la cuestionada 

Resolución N° 122/2.024 estableció que el Cargo Fijo comenzará a 

abonarse mensualmente a través de su Artículo 7°, que determinó la 

inaplicabilidad del articulo 14 (i.1) del Reglamento citado en el punto A 

del presente. 

Asimismo, de las mismas estadísticas publicadas 

por el ENARGAS en 

https://www.enargas.gob.ar/secciones/publicaciones/informes-

provinciales/pdf/informe1492.pdf, podemos determinar que el 

consumo promedio mensual de Gas Natural en el departamento de Guer 

Aike - donde se encuentra la ciudad de Río Gallegos - es de 607 m3 
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mensuales, lo que categorizaría al usuario promedio dentro del 

segmento“R3 1°" conforme los datos aportados por Camuzzi Gas del Sur 

S.A. en https://www.camuzzigas.com/hogares/ busca detener, el cual 

está ejecutándose desde la misma publicación de la Resolución 

cuestionada. 

 

Como surge de lo reseñado, nos encontramos con que 

los usuarios pasarán de pagar un monto bimestral de entre $534.41 y 

$2415.16(Nivel 1); $388.98 a $1.727.91 (Nivel 2) y $429.59 a $1.923.35) 

(Nivel 3) a pagar mensualmente entre $7.178,85 y $35.551.99 (Nivel 1); 

de entre $7.178,85 y $35.551,99 (Nivel 2) y de entre $7.178,85 y 

$35.551,99 (Nivel 3). Esto constituye una variación de entre el DOS MIL 

QUINIENTOS OCHENTA Y SEIS (2.586,59%)y el DOS MIL OCHOCIENTOS 

CUARENTA Y CUATRO POR CIENTO (2.844,06%) para el Nivel 1; de 

entre el TRES MIL QUINIENTOS NOVENTA Y UNO POR CIENTO 

(3.591,11%) y el CUATRO MIL QUINCE POR CIENTO (4.15,02%) para el 

Nivel 2; y el TRES MIL DOSCIENTOS CUARENTA Y DOS CON DIECIOCHO 

POR CIENTO (3.242,18%)y el TRES MIL QUINIENTOS NOVENTA Y SEIS 

CON OCHENTA Y OCHO POR CIENTO (3.596,88%) para el Nivel 3 de la 

Segmentación. 

 

 

D)- ACERCA DEL DERECHO CONSTITUCIONAL A 

LA INFORMACIÓN ADECUADA Y VERAZ:  

Resulta necesario también en el marco del presente 

reclamo, referirnos al derecho de los consumidores y usuarios a acceder 

a la información adecuada y veraz, contemplado en el el Art. 42 1er 

párrafo de la Constitución Nacional y art. 75 inciso 22 (Convención 

Americana sobre Derechos Humanos -Art. 13-).  

El derecho constitucional a la información adecuada 

y veraz protege al Usuario en la relación de consumo ya que es harto 

evidente la desigualdad técnica existente entre el prestador del servicio 

y el usuario. Este derecho a la información adecuada de los usuarios y 

consumidores debe garantizarse plenamente, más en aquellos casos 

https://www.camuzzigas.com/hogares/
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donde prestador del servicio ejerce un monopolio legal, impuesto por el 

Estado a través de un acto normativo, permitiéndole a una persona 

determinada ciertos privilegios para que preste el servicio por un 

determinado tiempo. 

 

En lo que respecta a los monopolios legales, la 

participación ciudadana debe ser efectivamente asegurada ya que, a 

diferencia de bienes y servicios que compiten dentro de un mercado 

específico, estas empresas ejercen una suerte de “coerción” sobre los 

usuarios quienes, aún cuando se encuentren totalmente disconformes 

con la prestación del servicio, no podrán optar por elegir a otro 

prestador. derivada del carácter básico de la necesidad a satisfacer y la 

inexistencia de competencia …” 

Entonces, el acceso a la información clara, veraz, y 

comprensible es requisito indispensable para asegurar una verdadera 

protección al colectivo usuario del servicio de gas, más aún si tenemos en 

cuenta la imposibilidad fáctica de que un usuario de gas disconforme 

pueda requerir los servicios de otro prestador. 

Sin embargo, en el caso de autos las normas ya han 

entrado en vigencia omitiendo dar participación a la sociedad y a sus 

representantes para que presenten todas las inquietudes, objeciones e 

impugnaciones que consideren pertinentes. 

Sobre el acceso a la información adecuada y veraz, 

la Exma. Cámara de Apelaciones en lo Contencioso Administrativo 

Federal -Sala IV-, sostuvo: “...Lo que en el presente pronunciamiento se 

dispone es, simplemente, que -en virtud de una razonable interpretación 

de lo normado en el art. 42 de la Constitución Nacional- no podría 

adoptarse la última decisión indicada sin posibilitar la participación de 

los usuarios, consumidores y/o de las asociaciones que los nuclean. Tal 

participación podrá́ articularse a través de la realización de una 

audiencia pública o a través de la implementación de otro 

mecanismo que permita en forma adecuada el conocimiento por 

parte de los aludidos sujetos de los antecedentes fácticos y 

documentales que hacen a la resolución que habrá́ de adoptarse, 

permitiéndose --asimismo-- el ofrecimiento y producción de la 
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prueba que estimen pertinente….”, -el resaltado nos pertenece- en autos 

“Youseffian, Martín c/ Secretaria de Comunicaciones”. 

 

E)- DERECHO CONSTITUCIONAL A LA 

PARTICIPACIÓN CIUDADANA: -Art. 42 3er párrafo C.N.-. 

Con la incorporación de los derechos de “tercera 

generación”, la Constitución Nacional asegura la participación de las 

asociaciones de consumidores y usuarios y de las provincias interesadas 

en los organismos de control de los servicios públicos. En lo que respecta 

a la interpretación y alcances del citado artículo, es dable destacar que la 

magistratura ha conceptuado a la audiencia pública como uno de los 

mecanismos idóneos para garantizar el derecho de participación 

ciudadana. Al solo efecto ejemplificativo podría citarse lo resuelto por la 

EXCMA. CÁMARA DE APELACIONES EN LO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO FEDERAL -Sala IV-, quien sostuvo: “… la realización 

de una audiencia pública no sólo importa una garantía de razonabilidad 

para el usuario y un instrumento idóneo para la defensa de sus derechos, 

un mecanismo de formación de consenso de la opinión pública, una 

garantía de transparencia de los procedimientos y un elemento de 

democratización del poder, sino que resultaría una vía con la que podrían 

contar los usuarios para ejercer su derecho de participación en los 

términos previstos en el invocado art. 42 de la Constitución Nacional 

antes de una decisión trascendente…”, en autos “Youseffian, Martín c/ 

Secretaria de Comunicaciones”. 

A mayor abundamiento, la Corte Suprema de 

Justicia de la Nación sostuvo: "...En una sociedad democrática es 

indispensable que las autoridades estatales se rijan por el principio de 

máxima divulgación, el cual establece la presunción de que toda 

información es accesible, sujeto a un sistema restringido de 

excepciones", pues el actuar del Estado "debe" encontrarse regido por los 

principios de publicidad y transparencia en la gestión pública, lo que 

hace posible que las personas que se encuentran bajo su jurisdicción 

ejerzan el control democrático de las gestiones estatales, de forma tal que 

puedan cuestionar, indagar y considerar si se está dando un adecuado 

cumplimiento de las funciones públicas. El acceso a la información bajo 
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el control del Estado, que sea de interés público, puede permitir la 

participación de la gestión pública a través del control social que se 

puede ejercer con dicho acceso...”, en autos “Oehler, Carlos A. 

c/Secretaria de Turismo y Cultura de la Provincia de Jujuy - Estado 

Provincial s/ recurso de inconstitucionalidad”. 

Por su parte, sostiene Juan Carlos Cassagne que el 

artículo 42 C.N. no incorpora expresamente la figura de la audiencia 

pública, sino que asegura la participación ciudadana, siendo el 

mecanismo de audiencias una de las vías idóneas para asegurar la 

intervención de todo aquel futuro afectado por la aplicación de la norma 

general. Sin embargo, afirma el citado autor, que si la normativa que 

regula al servicio público en particular expresamente incorpora la 

necesidad de celebrar audiencias públicas, entonces las mismas deberán 

asegurarse previo al dictado de una norma de alcance general, caso 

contrario el acto administrativo estará viciado de nulidad. (Cassagne, 

Juan C., “Algunas cuestiones jurídicas controvertidas en la 

renegociación de los contratos públicos”, disponible en 

www.cassagne.com.ar/publicaciones, pp. 5). 

Para el caso planteado en autos, es determinante 

destacar que el decreto 1738/92 -reglamentario de la Ley 24.076- de 

aplicación supletoria en virtud del art. 1 de la ley Nº 26012 (Régimen 

regulatorio de la industria y comercialización de gas licuado de petróleo) 

expresamente incorpora la posibilidad de llevar a cabo audiencias 

públicas, al ordenar: “...La sanción de normas generales será precedida 

por la publicidad del proyecto o de sus pautas básicas y por la concesión 

de un plazo a los interesados para presentar observaciones por escrito. 

Excepcionalmente podrá recurrirse al procedimiento de audiencia 

pública a este efecto cuando la repercusión pública del tema así lo 

justifique…” -Conf. Apartado XI, acápite 10-.  

De tal forma, a partir de lo aquí expresado, del 

desarrollo del planteo en  el punto siguiente, se podrá observar el 

incumplimiento de las pautas señaladas. 

 

VII.– FUNDAMENTOS JURÍDICOS DE ESTA 

ACCIÓN. 
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Inconstitucionalidad de la Resolución n° 

41/2024 del Ministerio de Economía – Secretaria de Energía y de la 

Resolución Nº 122/2024 ENARGAS por incumplimiento de la 

celebración de audiencia previa y las consecuencias dañosas que 

causan. 

 

Para una cabal comprensión del tema, y conforme se 

expuso en el punto anterior, cabe tener presente que frente al intento del 

Estado de aumentar en forma intempestiva las tarifas del recurso 

energético gasífero, la Corte Suprema, en el fallo emitido en la causa 

“CEPIS”, determinó la necesidad de realizar audiencias públicas en forma 

previa a la fijación de nuevas tarifas por el suministro de gas en sus tres 

etapas de comercialización (producción o ingreso al sistema en boca de 

pozo, transporte por el sistema de gasoductos y distribución a los 

usuarios). 

 

Al haber establecido la Corte Suprema la 

obligatoriedad de celebración de audiencias previas a la fijación de 

aumentos de tarifas con la finalidad de hacer efectivo el cumplimiento a 

las leyes de protección de los consumidores y usuarios, la resolución 

41/2018 resulta violatoria en tal sentido, atento que no fue realzada la 

audiencia previa, conculcándose  el derecho de los usuarios a la 

protección de sus intereses económicos —que incluye el acceso a la 

información, la calidad de los servicios públicos, la eficiencia en su 

prestación, tarifas justas y razonables y la reparación de daños—, pues 

la eliminación abrupta de bonificaciones, implica en definitiva un 

exorbitante aumento tarifario. 

Por otra parte, en relación si bien la Resolución Nº 

122/24 de ENARGAS fue precedida de una “audiencia” se observa que, 

del mismo modo que otras audiencias, se han convertido en un 

formalismo, en una mera apariencia de participación, donde los 

diferentes actores y en especial los consumidores y usuarios y las 

entidades que los representan exponen sus posturas y en algunos casos 

incluso planteando la nulidad de dichas audiencias por no contar con la 

información adecuada y suficiente, no obstante, todos los argumentos 
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son ligeramente desestimados por la autoridad, justificándose incluso  la 

falta de acceso a la información y en definitiva, fijando arbitrariamente 

las tarifas, aumentos y/o eliminación de subsidios, siempre en desmedro 

de los usuarios.  

De este modo, a no haberse realizado- una auditoría 

integral en forma previa a la discusión tarifaria, que cuente con una 

representación plural y comprenda todos los aspectos involucrados en la 

prestación del servicio público de gas, no es posible determinar una tarifa 

sin que resulte arbitraria; sólo un estudio detallado del componente 

social, la capacidad económica de los pobladores de la localidad , los 

derechos humanos involucrados y  la incidencia del clima, hubiera 

permitido obtener una tarifa razonable. 

Cabe destacar, a modo ilustrativo, que el Defensor 

del Pueblo de la Provincia de Buenos Aires, en oportunidad de participar 

en diversas audiencias públicas, destacó que las audiencias públicas no 

deberían ser meramente formales, sino que para este organismo de 

derechos y garantías deben tener un carácter participativo y 

deliberativo, del cual la administración no puede hacer caso omiso, 

en cuanto al análisis y recepción de las opiniones en ella vertidas. 

De tal forma, lo cierto es que desde el comienzo de 

la formalidad de las audiencias públicas hasta el presente, todos estos 

argumentos atinentes al carácter esencial del servicio público de gas y al 

derecho humano que tienda a garantizar el acceso a este tipo de servicio 

público básico, fueron soslayados por las Resoluciones ahora en crisis. 

Otro aspecto trascendente a tener en cuenta, es que 

el gas es un recurso natural de dominio originario de las Provincias 

(conforme el art. 124 de la Constitución Nacional), la determinación de 

su precio no debería estar dada por ninguna paridad de importación, sino 

por un detallado análisis de los costos necesarios para la extracción del 

recurso más un margen razonable de rentabilidad, acorde al obtenido 

por otras actividades comparables. 

Las citadas Resoluciones son contrarias a las 

garantías dispuestas por los arts. 42 y 124 de la Constitución Nacional, 

de modo tal que las consecuencias de su aplicación resultan lesivas a los 

derechos de usuarios y consumidores y a los derechos humanos que 
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nuestra Constitución Nacional consagra y protege (arts. 42, 43, 75 inc. 22 

y 124). 

La Constitución Nacional, a partir de la reforma del 

año 1994, incorporó y reconoció en su artículo 42 una serie de derechos 

a los usuarios y consumidores de bienes y servicios, asegurando el 

acceso de los ciudadanos al control y participación de los aspectos 

regulatorios de los servicios públicos. 

Asimismo, se estableció en la Carta Magna –como 

política de Estado– el reconocimiento a dichos derechos fundamentales 

de usuarios y consumidores, aun cuando se trate de servicios públicos 

privatizados, exigiendo a su vez regulación estatal y vigilancia de su 

calidad y eficiencia. 

   Vinculado con esta temática, a nivel local, el 45 de la 

Constitución de la Provincia de Santa Cruz expresa que será “prevenido 

y reprimido todo abuso del poder económico así como toda actividad que 

obstaculice el desarrollo de la economía otienda a dominar los mercados, 

eliminar la competencia o aumentar arbitrariamente los beneficios.-“ 

Sobre este punto, la doctrina es conteste al entender 

como servicio público “…a toda actividad de la Administración Pública, o 

de los particulares o administrados, que tienda a satisfacer necesidades 

o intereses de carácter general cuya índole o gravitación, en el supuesto 

de actividades de los particulares o administrados, requiera el control de 

la autoridad estatal”. (Marienhoff, Miguel S. “Tratado de Derecho 

Administrativo” Ed. Abeledo Perrot. Bs. As. T. II Pág. 55). 

Y tal como afirma Farina, “los usuarios de servicios 

públicos domiciliarios son los más necesitados de protección (en sus 

derechos), pues estos servicios son prestados por empresas del Estado, 

por concesionarios o por grandes empresas privadas que tienen un 

monopolio legal o de hecho, y prestan servicios, muchos de ellos 

esenciales para la vida diaria” (Farina, Juan, “Defensa del Consumidor y 

del Usuario”, 4°ed. Astrea, 2009). 

En este sentido ha de tenerse presente, a su vez, por 

las características o cualidades del servicio y del proveedor, que el 

consumidor o usuario se encuentra sujeto a esta relación; y esa sumisión 

fáctica le garantiza al prestador su poder de imposición, generándose 
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una desigualdad que corresponde proteger a través de mecanismos 

institucionalizados de garantía de derechos, como lo es el 

acompañamiento de. 

Tal sumisión se ve aún más acentuada cuando el 

consumidor ni siquiera tiene certezas del costo que debe afrontar por el 

uso del producto, en este caso un servicio público esencial como es el gas. 

No es necesario realizar un análisis profundo 

para entender – incluso desde el sentido común–, lo ilógico, dañoso 

e irracional, que resulta para la economía y subsistencia aumentos 

del 800, 100 o 2000 puntos porcetuales, cuando no hay incremento 

en el presupuesto ni forma de afrontar tan altos aumentos de forma 

De tal modo, las normas atacadas son 

manifiestamente inconstitucionales, pues lesionan derechos y garantías 

constitucionales (arts. 16, 17, 28 y 42), vulnerando incluso la seguridad 

jurídica al desconocer las pautas de la jurisprudencia de nuestro Máximo 

Tribunal, y al desconocer la gradualidad en la eliminación de 

bonificaciones ya comprometida mediante otro acto jurídico anterior. 

Las tarifas de los servicios públicos debe fijarse 

ponderando al usuario como principal actor y no como objeto del 

mercado; en materia de servicios públicos esenciales, a la luz del art. 

42 de la Constitución Nacional, debe desterrarse 

cualquierincidencia de las reglas de la oferta y la demanda en el 

valor del bien o la prestación de que se trate. 

De suma importancia también resulta destacar que 

todo cuadro tarifario de un servicio público requiere el irrestricto apego 

a los principios constitucionales de protección de los derechos de los 

usuarios, al de equidad y dignidad, valores involucrados en la provisión 

“universal” del vital suministro a precios “razonables”, “equitativos” y 

“asequibles” (cf. Arts. 42 y 75 inc. 22 de la Constitución Nacional). 

En consecuencia, por los fundamentos vertidos 

precedentemente, solicitamos se declare la inconstitucionalidad de las 

Resoluciones  

De todo lo expuesto se desprende que la fijación 

de tarifas de un servicio público esencial de manera arbitraria e 

inequitativa, de espaldas a las necesidades y carencias de los 
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usuarios destinatarios de esa actividad, sin información precisa que 

privilegie la voluntad o no en el uso, deviene en ilegítima puesto que 

incrementa la subordinación estructural en la que se encuentran 

los usuarios del servicio y confronta derechos inherentes a los 

usuarios considerados en su individualidad. 

 

VIII.–SOLICITAN SE DECRETE DE MANERA 

URGENTE MEDIDA CAUTELAR INNOVATIVA. 

Que, en virtud de la gravedad de la situación 

planteada, solicitamos que en forma urgente se ordene de cese y 

suspensión de los efectos de las resoluciones en crisis, retrotrayéndose 

la situación tarifaria al 01 de marzo de 2024, conforme los argumentos 

que se expondrán. 

En efecto, en forma preliminar y con el objeto de 

resguardar los derechos constitucionales de este usuario, se solicita a V.S. 

ordene a la SECRETARÍA DE ENERGÍA de la nación, dependiente del 

Ministerio de Economía, que suspenda los efectos de la resolución Nº 

41/2024 de publicada en fecha 27 de marzo de 2024 por el cual se 

aprueba el mecanismo de aumento de las tarifas y la resolución 122/24 

por la cual se aprueba el cuadro tarifario, lo que dejará en abstracto lo 

dispuesto en la Resolución 224/24, por cuanto establece mantener el 

cuadro tarifario vigente al 03 de abril de este año. 

La espera de la culminación de un proceso para la 

declaración de certeza de una situación que ya mismo resulta patente, 

traería aparejada la vulneración de los derechos de la FRSC-UTN tanto 

como de cada uno de los que componen la comunidad educativa de esta 

Casa de Estudios. 

 

En virtud de lo expuesto y hasta tanto recaiga 

sentencia definitiva en el presente proceso, solicitamos de V.S. que de 

conformidad con lo dispuesto por el artículo 232 del CPCCN, ordene con 

carácter de medida cautelar que el Estado Nacional (SECRETARÍA DE 

ENERGIA, dependiente del Ministerio de Economía, y al Ente Nacional 

Regulador del Gas (ENARGAS) se abstengan de aplicar las resoluciones 

41/2024 y 122/2024, respectivamente. 
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Ello así puesto que, como se explicó, su aplicación 

irrogaría daños inminentes e irreparables a los derechos que nos asisten 

como usuarios del servicio público de provisión de gas, pues al haberse 

tomado la decisión en forma inconsulta, generando un aumento 

desproporcionado y abrupto se ha provocado una lesión a los derechos 

que nos asisten, llevando a una situación que imposibilita la continuidad 

de nuestras actividades diarias.  

En relación a la procedencia de la medida solicitada, 

la CSJN ha afirmado que: "es de la esencia de las medidas cautelares 

innovativas enfocar sus proyecciones -en tanto dure el litigio- sobre el 

fondo de la controversia, ya sea para impedir un acto o para llevarlo a 

cabo. Tales medidas están orientadas a evitar la producción de perjuicios 

que se podrían producir en caso de inactividad del magistrado, 

tornándose de muy dificultosa o imposible reparación en la oportunidad 

del pronunciamiento de la sentencia definitiva" (Fallos, 320-1633).  

Es por ello que no podrá rechazarse la cautelar con 

el argumento formal de que la cautelar coincide con el fondo, pues tal 

formulismo NO alcanza para desplazar el derecho de mi parte a obtener 

la tutela efectiva de sus derechos, que se encuentra reconocido por los 

pactos internacionales de derechos humanos que tienen jerarquía 

constitucional.- Bien destaca Aída Kemmelmajer de Carlucci en su 

meduloso análisis sobre “El Poder Judicial Hacia el Siglo XXI” en 

“Derechos y Garantías en el Siglo XXI” co-dirigido por la autora y López 

Cabana, la necesidad de promover una Justicia menos formal: “Es que las 

reglas procesales no son nunca un fin en sí mismo -acota la autora-; lo 

que realmente importa es la realización del Derecho de la manera más 

simple, más rápida, menos costosa, más previsible, más igualitaria y más 

eficaz”. 

Igualmente, se ha dicho: “La naturaleza propia de la 

medida de no innovar y de la medida cautelar innovativa vuelve 

necesario, muchas veces, ingresar a una valoración provisoria de la 

pretensión incoada, pero ello no importa haber incurrido en 

prejuzgamiento. En autos, corresponde rechazar los recursos de nulidad 

y apelación interpuestos contra la decisión que admitió la medida 

cautelar solicitada por las accionantes, suspendiendo la aplicación del 
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aumento tarifario del servicio de agua corriente y cloaca dispuesto por la 

empresa demandada, extendiendo los alcances de la cautelar a todos los 

usuarios del servicio público. Ello así, pues la inobservancia de la 

audiencia pública resulta, prima facie, motivo suficiente para la 

suspensión cautelar del incremento establecido por el servicio y el 

perjuicio se encuentra acreditado desde el momento que está en 

discusión la legitimidad del incremento tarifario y ello importa el riesgo 

para el usuario de verse obligado a realizar un pago posiblemente 

indebido, lo que se traduciría en un enriquecimiento sin causa por parte 

de la empresa demandada. Asimismo, el alcance "erga omnes" de la 

medida cautelar se encuentra plenamente justificada si se atiende a los 

efectos expansivos de la cosa juzgada en las causas en que se encuentran 

involucrados intereses individuales homogéneos.” (Lugo, Silvia Itatí y 

otros vs. Aguas de Corrientes S.A. s. Sumarísimo - Incidente de medida 

cautelar - Apelación - CCC Sala IV, Corrientes, Corrientes; 07/12/2011; 

Rubinzal Online; 30736/2009; RC J 13698/11). 

En el caso se encuentran sobradamente reunidos los 

requisitos exigidos por el Código ritual para admitir la viabilidad de la 

medida cautelar impetrada, a saber: 

 

a)-  Verosimilitud en el derecho: 

La verosimilitud del derecho invocado surge en 

forma manifiesta de lo dispuesto en los artículos 14, 17, 42 y 43 de la 

Constitución Nacional y por la Ley Nº 24240 (Ley de Defensa del 

Consumidor) y arts. 1, 5 y 7 de la ley 26.020. 

De estos artículos surgen los principios jurídicos 

que se encuentran vulnerados, los cuales fueron debidamente 

desarrollados en la presente demanda, a los cuales en honor a la 

brevedad corresponde hacer íntegra remisión. 

No obstante, se destaca especialmente que en el 

presente caso existe una manifiesta vulneración de derechos de primer 

orden, por cuanto el aumento abrupto y desproporcionado no respeta el 

derecho a la protección de los intereses económicos de los usuarios, ya 

que no es gradual; y el aumento resulta ilegítimo pues no guarda 
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justificación ni proporcionalidad alguna con los ingresos 

presupuestarios de esta Universidad, por el cual se solicita esta cautelar. 

Es de público conocimiento el congelamiento de los 

fondos que se destinan a esta y las demás universidades del país, en tanto 

seguimos funcionando con el presupuesto 2023, lo que ya no alcanza 

para seguir con nuestras actividades, y esta medida ilegal del Estado 

Nacional nos lleva a la imposibilidad de contar con un servicio tan 

esencial como es la provisión de gas para fines de calefacción y de 

funcionamiento como se ha descripto ut supra. 

En este punto cabe recordar que el requisito de la 

verosimilitud del derecho, conforme lo tiene reiteradamente expuesto la 

Corte Suprema de Justicia de la Nación, no consiste en un análisis de 

certeza sobre la existencia del derecho pretendido, ni un juicio de verdad, 

sino que se trata de advertir lo verosímil e hipotético (CSJN, 22/12/92, 

I.90.XXIV. Originario: “Iribarren, Casiano Rafael c/Santa Fe, Provincia de 

s/acción declarativa”, E.D. 154-190, considerando 4º); C.N.Fed. Cont. 

Adm., Sala I, 12/09/95, “Monges, Analía M. c/U.B.A. - Resol. 2314/95” y 

sus citas; C.N.Fed. Cont. Adm., Sala I, 19/09/95, “C.P.A.C.F. -Incidente II- 

c/MIKHNO OLEG -Incidente II- y otros s/varios” y sus citas, entre muchos 

otros. De modo tal que “... la apreciación del derecho invocado por la 

parte actora, no impone efectuar, en principio, un análisis jurídico 

riguroso, sino que basta con que aquél tenga apariencia de 

verdadero”(C.N.Fed. Cont. Adm., Sala II, 16/8/93, in re “Marchiano, 

Domingo Alberto Incidente c/Ferrocarriles Metropolitanos S.A. s/juicio 

de conocimiento”. 

Este análisis de verosimilitud por supuesto no 

implica para V.S. prejuzgamiento sobre el fondo del asunto, sino que 

configura el ineludible estudio de las normas involucradas en la causa 

(Cfr. C.N.Fed. Cont. Adm., Sala IV, 9/10/92, in re “Asociación de 

Reproductores Arg. de Cine Video Pub. c/ Telefé S.A. s/ juicio de 

conocimiento”, considerando VI). 

Por último, nuestro más Alto Tribunal ha sentado 

una importante pauta interpretativa para el análisis de este requisito al 

señalar: “que las medidas cautelares no exigen a los magistrados el 

examen de certeza sobre la existencia del derecho pretendido sino sólo 
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su verosimilitud. Es más, el juicio de verdad en esta materia se encuentra 

en oposición a la finalidad de la medida cautelar, que no es otra que 

atender a aquello que no excede del marco de lo hipotético, dentro del 

cual, asimismo, agota su virtualidad”(Conforme CSJN, in re "Evaristo 

Ignacio Albornoz v. Nación Argentina - Ministerio de Trabajo y Seguridad 

Social s/Medida de no innovar", Fallos 306:2060). 

El incumplimiento del primordial deber de brindar 

información adecuada, veraz y comprensible a los usuarios por sí sola es 

demostrativa de la ilicitud del aumento aquí cuestionado. Al no exhibirse 

ni los costos, ni las inversiones, ni las ganancias de los concesionarios, 

como así tampoco, el aporte estatal ni la inversión ni la ganancia en el 

tiempo de la concesión, y mucho menos tenerse presente el impacto real 

de la tarifa en la economía de los usuarios, el nuevo cuadro tarifario 

carece de todo sustento legal. 

 

b)- Peligro en la demora: 

En el caso concreto que nos ocupa, queda claro que, 

de no hacerse lugar a la medida cautelar peticionada, se afectaría de 

forma evidente el derecho a estudiar, trabajar, entre otros, en fin, el 

acceso a la educación pública y gratuita de calidad, esencialmente 

ponderando que aún no ha llegado la época más fría en nuestra región. 

Con las tarifas que surge de las facturas que se 

adjuntan, se observa que se ha tornado de sobremanera oneroso el 

acceso al suministro energético vital, afectando el interés económico del 

usuario, el derecho a una vivienda adecuada y a desarrollar sus 

actividades en condiciones dignas y equitativas (cf. arts 14, 17, 28, 42, 75 

inc. 22 de la Constitución nacional). 

De no darse acogida a esta cautelar se irrogaría un 

perjuicio que no podría reparase aun cuando la sentencia a dictarse en 

relación al fondo de la litis resultara favorable a la pretensión. La pérdida 

de las condiciones para continuar las actividades académicas y otras, 

resultan circunstancias intolerables para la judicatura y de muy difícil 

reparación posterior, como asimismo generaría un desequilibrio en las 

condiciones de vida social, si sucede finalmente que nuestra Casa de 

Estudios debe cerrar o restringir de forma abrupta sus actividades. 
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La urgencia ante este hecho se vislumbra  

claramente, ya que la gradualidad como requisito de razonabilidad y la 

no regresividad de un beneficio esencial que permite el acceso al servicio 

público para los sectores sociales, máxime en condiciones climáticas 

desfavorables. 

La credibilidad y el riesgo que sufre el usuario 

lesiona derechos constitucionales y pone en tela de juicio la seguridad 

jurídica imperante en nuestro ordenamiento. 

Conforme lo expresa el voto del Juez Rosatti en 

“CEPIS”, la gradualidad de la tarifa debe juzgarse en función su incidencia 

en la capacidad de pago de los usuarios (considerando 22), ponderación 

que no se ha llevado a cabo en el presente caso. 

 

c)-  Eximición de contracautela: 

En virtud del principio de protección –“pro 

consumidor”– y el beneficio de justicia gratuita que impera en el presente 

proceso, solicitamos se nos exima de contracautela, de conformidad con 

lo dispuesto por el artículo 200, inciso 2° del CPCCN. 

Para el eventual, improbable e hipotético caso de 

que no se hiciera lugar a lo peticionado, tratándose la presente de una 

medida precautoria en la cual se considera por lo menos acreditado el 

supuesto de máxima verosimilitud del derecho, corresponde únicamente 

una caución juratoria, en los términos y con los alcances previstos por el 

art. 199 del CPCCN. Así lo ha entendido la jurisprudencia (Conf. CNFed. 

Cont. Adm., Sala III, “Correflor 636 S.R.L. c/ Entel s/ amparo”, 

Considerando IV, segundo párrafo), la que desde ya dejamos prestada. 

 

 

XII.–DERECHO. 

Fundamos el derecho que asiste a esta parte, en lo 

dispuesto por los artículos 14, 17, 18, 42, 43, 75 incisos 12 y 22, 116 y 

124 de la Constitución Nacional, en el art. 11, inciso 1 del Pacto 

Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales, en las 

Leyes Nacionales Nros. 48 (art. 2 inc. 4 y 6 sgtes. y cdtes), 17.319, arts. 7, 

14 inc. b) 17 de la ley 19.549, 23.928 modif. por la ley 25.561, 24.076, 
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24.145, 24.240 modif. por Ley 26.631 (art. 3 sgtes. y cdtes), 25.877 (art. 

24 sgtes. y cdtes), 26.197, 27.218, en los artículos 236, 237, 240, 765, 

1092, 1093, 1094, 1096 sgtes. ycdtes. del Código Civil y Comercial de la 

Nación, en los artículos 47, 94, 121, 122, 200 inc. 1, 232, 321 inc.2, 387, 

388 y 458 sgtes. cdtes. del C.P.C.C.N., en los arts. 38 del decreto 1172/03, 

en el decreto 181/04, en los artículos 45 y 46 de la Constitución de la 

Provincia de Santa Cruz,  Ley Nº 26.020 , en las acordadas 32/14 y 12/16, 

jurisprudencia y doctrina aplicables al caso citada a lo largo de este 

escrito. 

También se funda la presenta acción en la doctrina 

legal de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, en los autos “Centro de 

Estudios para la Promoción de la Igualdad y la Solidaridad y Ot. (Cepis) 

c/ Mrio de Energía y Minería s/ Amparo Colectivo”. Sentencia del 

18/08/2016, La Ley, 23/08/2016, 11, AR/JUR/52079/2016. 

  

XIII.- CONCLUSIÓN. 

En resumen, por todo lo expuesto, en virtud de los 

derechos afectados solicitamos se declare la nulidad de las resoluciones 

atacadas, y hasta tanto se dicte la resolución de fondo, en forma cautelar, 

requerimos se ordene suspender la aplicación del nuevo cuadro tarifario, 

que resulta de la aplicación de las resoluciones 41/24 y 122/24 ya 

citadas y analizadas en el presente. 

En tal sentido, recordamos que son los Jueces 

quienes tienen la obligación de garantizar a los usuarios y consumidores 

el acceso al servicio público de gas natural, con tarifas justas y 

previsibles, dejando sin efecto los aumentos ilegítimamente fijados. 

 

XIV. – FORMULA RESERVA DE CASO FEDERAL Y 

CONVENCIONAL. 

En caso de no darse acogida favorable a la acción 

impetrada, hago desde ya reserva de plantear el caso federal, en los 

términos del artículo 14 de la Ley Nº 48 y, a todo evento, acudir al 

Sistema Interamericano de Protección de Derechos Humanos, en razón 

de encontrase afectados de manera manifiesta derechos consagrados en 

los artículos 14, 17, 42, 43 y 75, inciso 22 de la Constitución Nacional, así 
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como en los Tratados de Derechos Humanos incorporados por esta 

última norma al ordenamiento nacional. 

 

XV.– PRUEBA. 

Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 53 de la 

Ley 24.240, que consagró una gravitante regla en materia de distribución 

de la carga procesal relativa a la actividad probatoria que deben afrontar 

las partes en el proceso, disponiendo que “(...) los proveedores deberán 

aportar al proceso todos los elementos de prueba que obren en su poder, 

conforme las características del bien o del servicio, prestando la 

colaboración necesaria para el esclarecimiento de la cuestión debatida 

en el juicio, proponemos los siguientes medios de prueba a los fines de 

acreditar los extremos invocados: 

 

A) DOCUMENTAL: 

 

1) Copia de DNI del suscripto. 

2) Copia de las facturas de Servicio de Gas 

correspondientes a los últimos seis periodos. 

3) Informe de estructura de la comunidad 

educativa de la FRSC-UTN. 

4) Estatuto de la UTN. 

5) Copia del Acta de Asamblea y Resolución del 

Consejo Directivo de la Facultad, de los que 

surge mi mandato como Decano. 

 

 

B) INFORMATIVA: 

 

1) Se libre oficio a efectos de saber el estado 

contable de la empresa CAMUZZI GAS DEL SUR, sus balances 

presentados desde el comienzo de la concesión. 

2) A la Inspección General de Justicia de la Nación 

a efectos que se sirva adjuntar a estos actuados los estatutos y  
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9,02%

$2.265,00

$16.051,00

94000140600588953

Rio Gallegos 9400 Santa Cruz
GENERAL "P"

80018-26572411/2 10/05/2024 31/03/2024
30/04/2024

SGP-2

2024

B

Tucuman 253 X
Tucuman 253 X
Rio Gallegos 9400 Santa Cruz

FACTURA DE GAS

COD # 18 8001-0064452666
C.E.S.P. N░ 35197005210905

Vto: 14/05/2024

04

C. Pellegrini 241 (9400) Rio Gallegos
OFICINA COMERCIAL

US┴ ESTE N┌MERO TAMBI╔N PARA
PAGO ELECTRËNICO / DIRECTO

051/002/01855
CICLO

FAP 12011 Correo Argentino

U.T.N.

Avellaneda 571 (9400) Rio Gallegos
CENTRO REGIONAL ENARGAS

Al 10/05/2024 tu cuenta no registra deuda.

ACT 6842273 54731 56206 1.041821475 Real9432 kcal

Cargo Fijo 7.358,40$
Consumo de Gas 145.537,85$
IIBB Transporte/Distrib. 6.457,78$
Tasas Mun. Desagregadas 0,06$
Ley 25413 195,77$
TOTAL GAS 159.549,86$

Fondo Ar75 Ley 25565 7.022,09$
TOTAL OTROS CARGOS 7.022,09$

IVA AlÝcuota 33.505,47$
TOTAL IMPUESTOS 33.505,47$

CUIT: IVA:30-54667116-6 Exento

64% 5% 7% 24%

(*) Al dorso de la factura, podÚs consultar la f¾rmula de cßlculo empleada para obtener
el consumo en m3 facturado en el perÝodo.

2294,52 m3

1805,32 m3
1978,91 m3 1750,58 m3

2501,66 m3
1613,64 m3

1784,35 m3 1453,42 m3
1189,03 m3

945,04 m3
734,84 m3

1163,48 m3
1558,49 m3 (*)

04/23 05/23 06/23 07/23 08/23 09/23 10/23 11/23 12/23 01/24 02/24 03/24 04/24

TOTAL A PAGAR $ 200.077,42

┐HASTA CUANDO
PUEDO PAGAR?$200.077,42
20/05/2024 801404265724112020007742200524

N·mero para dÚbito automßtico VISA: 000000003670636
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Avda Inmigrantes 585 Mz A5
Avda Inmigrantes 585 Mz A5
Rio Gallegos 9400 Santa Cruz

FACTURA DE GAS

COD # 18 8001-0064453152
C.E.S.P. N░ 35197005210905

Vto: 14/05/2024

04

C. Pellegrini 241 (9400) Rio Gallegos
OFICINA COMERCIAL

US┴ ESTE N┌MERO TAMBI╔N PARA
PAGO ELECTRËNICO / DIRECTO

051/008/00518
CICLO

FAP 12011 Correo Argentino

U.T.N.

Avellaneda 571 (9400) Rio Gallegos
CENTRO REGIONAL ENARGAS

Al 10/05/2024 tu cuenta no registra deuda.

ACT 250351 413700 417562 1.041823862 Real9432 kcal

Cargo Fijo 7.358,40$
Consumo de Gas 379.876,28$
IIBB Transporte/Distrib. 16.375,39$
Tasas Mun. Desagregadas 0,06$
Ley 25413 268,94$
TOTAL GAS 403.879,07$

Fondo Ar75 Ley 25565 18.386,00$
TOTAL OTROS CARGOS 18.386,00$

IVA AlÝcuota 84.814,60$
TOTAL IMPUESTOS 84.814,60$

CUIT: IVA:30-54667116-6 Exento

66% 5% 5% 24%

(*) Al dorso de la factura, podÚs consultar la f¾rmula de cßlculo empleada para obtener
el consumo en m3 facturado en el perÝodo.

4597,48 m3

5358,55 m3
5337,39 m3 5303,11 m3

5138,64 m3
4462,81 m3

5269,26 m3 4010,00 m3
3382,37 m3

2462,24 m3
1011,74 m3

3015,55 m3
4080,61 m3 (*)

04/23 05/23 06/23 07/23 08/23 09/23 10/23 11/23 12/23 01/24 02/24 03/24 04/24

TOTAL A PAGAR $ 507.079,67

┐HASTA CUANDO
PUEDO PAGAR?$507.079,67
20/05/2024 801404265734760050707967200524

N·mero para dÚbito automßtico VISA: 000000003671558





13/06/2024

9,02%

$2.265,00

$16.051,00

94000110300539574

Rio Gallegos 9400 Santa Cruz
GENERAL "P"

80018-26573477/8 10/05/2024 31/03/2024
30/04/2024

SGP-2

2024

B

Avda Tte Beccar 591 Mz A5
Avda Tte Beccar 591 Mz A5
Rio Gallegos 9400 Santa Cruz

FACTURA DE GAS

COD # 18 8001-0064453153
C.E.S.P. N░ 35197005210905

Vto: 14/05/2024

04

C. Pellegrini 241 (9400) Rio Gallegos
OFICINA COMERCIAL

US┴ ESTE N┌MERO TAMBI╔N PARA
PAGO ELECTRËNICO / DIRECTO

051/008/00525
CICLO

FAP 12011 Correo Argentino

U.T.N.

Avellaneda 571 (9400) Rio Gallegos
CENTRO REGIONAL ENARGAS

Al 10/05/2024 tu cuenta no registra deuda.

ACT 250220 537026 540671 1.041823645 Real9432 kcal

Cargo Fijo 7.358,40$
Consumo de Gas 358.573,13$
IIBB Transporte/Distrib. 15.490,58$
Tasas Mun. Desagregadas 0,06$
Ley 25413 420,05$
TOTAL GAS 381.842,22$

Fondo Ar75 Ley 25565 17.352,93$
TOTAL OTROS CARGOS 17.352,93$

IVA AlÝcuota 80.186,87$
TOTAL IMPUESTOS 80.186,87$

CUIT: IVA:30-54667116-6 Exento

66% 5% 5% 24%

(*) Al dorso de la factura, podÚs consultar la f¾rmula de cßlculo empleada para obtener
el consumo en m3 facturado en el perÝodo.

6005,20 m3

7108,59 m3
6636,69 m3 7738,51 m3

8001,50 m3
4443,63 m3

5827,27 m3 5026,65 m3
2908,88 m3

1431,95 m3
1709,32 m3

3998,17 m3
3851,33 m3 (*)

04/23 05/23 06/23 07/23 08/23 09/23 10/23 11/23 12/23 01/24 02/24 03/24 04/24

TOTAL A PAGAR $ 479.382,02

┐HASTA CUANDO
PUEDO PAGAR?$479.382,02
20/05/2024 801404265734778047938202200524

N·mero para dÚbito automßtico VISA: 000000003665698





13/06/2024

9,02%

$2.265,00

$16.051,00

94000110300539574

Rio Gallegos 9400 Santa Cruz
GENERAL "P"

80018-26573477/8 10/05/2024 31/03/2024
30/04/2024

SGP-2

2024

B

Avda Tte Beccar 591 Mz A5
Avda Tte Beccar 591 Mz A5
Rio Gallegos 9400 Santa Cruz

FACTURA DE GAS

COD # 18 8001-0064453153
C.E.S.P. N░ 35197005210905

Vto: 14/05/2024

04

C. Pellegrini 241 (9400) Rio Gallegos
OFICINA COMERCIAL

US┴ ESTE N┌MERO TAMBI╔N PARA
PAGO ELECTRËNICO / DIRECTO

051/008/00525
CICLO

FAP 12011 Correo Argentino

U.T.N.

Avellaneda 571 (9400) Rio Gallegos
CENTRO REGIONAL ENARGAS

Al 10/05/2024 tu cuenta no registra deuda.

ACT 250220 537026 540671 1.041823645 Real9432 kcal

Cargo Fijo 7.358,40$
Consumo de Gas 358.573,13$
IIBB Transporte/Distrib. 15.490,58$
Tasas Mun. Desagregadas 0,06$
Ley 25413 420,05$
TOTAL GAS 381.842,22$

Fondo Ar75 Ley 25565 17.352,93$
TOTAL OTROS CARGOS 17.352,93$

IVA AlÝcuota 80.186,87$
TOTAL IMPUESTOS 80.186,87$

CUIT: IVA:30-54667116-6 Exento

66% 5% 5% 24%

(*) Al dorso de la factura, podÚs consultar la f¾rmula de cßlculo empleada para obtener
el consumo en m3 facturado en el perÝodo.

6005,20 m3

7108,59 m3
6636,69 m3 7738,51 m3

8001,50 m3
4443,63 m3

5827,27 m3 5026,65 m3
2908,88 m3

1431,95 m3
1709,32 m3

3998,17 m3
3851,33 m3 (*)

04/23 05/23 06/23 07/23 08/23 09/23 10/23 11/23 12/23 01/24 02/24 03/24 04/24

TOTAL A PAGAR $ 479.382,02

┐HASTA CUANDO
PUEDO PAGAR?$479.382,02
20/05/2024 801404265734778047938202200524

N·mero para dÚbito automßtico VISA: 000000003665698







COMISIÓN DE ENERGÍA Y COMBUSTIBLES

Honorable Cámara de Diputados 
de Santa Cruz

Proyecto de Ley 27/2024



Carreras que se dictan

• Ingeniería electromecánica

• Ingeniera Industrial

• Ingeniería en Energía

• Tec. En Administración

• Tec. En Higiene y Seguridad en el Trabajo

• Tec. En Operación y Mantenimiento de Redes Eléctricas

• Ciclo Complementario de Licenciatura en Administración

• Ciclo Complementario de Licenciatura en Tecnología Educativa

• Ciclo Complementario de Lic. En Higiene y Seguridad en el trabajo.

Cantidad de Alumnos y Alumnas

1500 Entre ingenierías y tecnicaturas

Cantidad de Profesionales FRSC

Más de 700 graduados y graduadas

Escuela Industrial en Procesos Energéticos. “Mari Sánchez” 

700 Alumnos y alumnas 

120 Docentes 

22 Auxiliares 



Según el presupuesto inicial, las 65 universidades nacionales y sus 

instituciones de salud tenían para este año asignados $1.385.290 

millones (1,3 billones), el mismo monto que en 2023, pese a la 

inflación. El 26 de marzo hubo una ampliación presupuestaria de 

$30.629 millones, apenas el 2,21%. Con el aumento concretado ayer 

del 70% pero solo para gastos de funcionamiento, el presupuesto 

vigente pasó a $1.440.397 millones (1,4 billones), o sea, apenas un 

4,1% más. Con una Inflación Internaual de 248% de (Marzo)

La crisis del financiamiento universitario tuvo como punto de partida 

la decisión del Ejecutivo de prorrogar el Presupuesto 2023 para este 

año, sin considerar la inflación del año pasado del 211% y el 51,6% 

acumulado en el primer trimestre del año.

Si se toma en cuenta que el presupuesto en 2023 fue $1.385.290 

millones (1,3 billones), y el actual vigente para todo el año es de 

$1.440.397 millones (1,4 billones), la caída interanual en la ejecución 

presupuestaria universitaria fue del 32,6%, según el cálculo realizado 

por ACIJ. “Esta cifra es incluso más pronunciada que el promedio de 

ejecución del gasto público nacional que disminuyó el 30%.







CONSUMOS DE UTN FRSC



(Kw / mes)
Mes

Kw



Gastos de Funcionamiento | Primer cuatrimestre 2024

$13.057.464,79

Ingresos por Gastos de Funcionamiento 

$2.411.862,31

DATOS UTN FRSC

Salarios a abril 2024 

$173.683.179,15 
Docentes

$105.601.163,19
No Docentes  

$ 68.082.015,96

Personal de UTN FRSC

140 Personal Docente

43 No docente

20 Contratados


